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R E S U M E N

Este documento intenta recoger los puntos de vista expresa-
dos en la jornada que tuvo lugar el día 23 de noviembre de 
2023 en la sede de la Fundación Alternativas, el think-tank 
independiente y progresista1, algo más de tres años después de 
la implementación del Ingreso Mínimo Vital. Los contenidos 
de este documento han sido elaborados por el moderador del 
acto, Octavio Granado, ex Secretario de Estado de Seguridad 
Social, y el equipo del Laboratorio de Políticas Públicas de la 
Fundación Alternativas. Cuentan con la aprobación, la revi-
sión y las aportaciones de las personas que intervinieron en 
la jornada.

1.	 La jornada puede visualizarse en su totalidad a través del canal de YouTube de Fundación Alternati-
vas, en el que fue retransmitida en directo al celebrarse: https://www.youtube.com/watch?v=Nlg5Me-
jIDtQ. 

https://www.youtube.com/watch?v=Nlg5MejIDtQ
https://www.youtube.com/watch?v=Nlg5MejIDtQ




9

El Real Decreto-ley 20/2020 del 29 
de mayo de 2020 aprobó el estable-
cimiento del Ingreso Mínimo Vital 
(IMV) en España como la última red 
de protección de las personas en si-
tuación de pobreza y exclusión social. 
Fue convalidado por el Congreso de 
los Diputados el 10 de junio sin vo-
tos en contra2. La Ley 19/2021 del 
Ingreso Mínimo Vital sería definiti-
vamente aprobada el 16 de diciembre 
de 2021, confirmando la consolida-
ción del IMV en el sistema español 
de protección social3. La inexistencia 
previa de este instrumento clave de 
política social ponía de manifiesto 
una diferencia significativa con res-
pecto a otros países de la Unión Eu-
ropea y se venía demandando desde 
hacía años4. 

Los elevados indicadores de des-
igualdad, pobreza y exclusión social en 
España respecto a otros países, incre-
mentados como consecuencia de los 
efectos de la pandemia, además de la 
dispersión y fragmentación de los ins-
trumentos de protección existentes 
entre comunidades autónomas y en-
tre diferentes colectivos, justificaban 
la creación del IMV. En relación con 
el contexto europeo, hay que recordar 
que la implementación del IMV ha 
implicado que España pasara de reci-
bir de manera sistemática recomen-
daciones del Consejo Europeo, desde 
2014, en las que se insistía que nuestra 
última red de protección no estaba ce-
rrada, a que se reconociera la impor-
tancia del nuevo instrumento durante 
la presidencia española del Consejo 

APARTADO 1

2.	 El resultado de la votación fue de 297 votos a favor, 52 abstenciones y ningún voto en contra.
3.	 La Ley 19/2021 se aprobó definitivamente el 16 de diciembre de 2021, y en este caso hubo votos en contra. El Congreso de 

los Diputados incorporó las enmiendas de la Cámara alta con 169 votos a favor, 98 en contra y 63 abstenciones.
4.	 La propuesta de cambio normativo que finalmente cristalizó en la Ley 19/2021 partía de una propuesta del Partido Socia-

lista Obrero Español (PSOE) de 2015. Entre la aprobación del ingreso mínimo vital en 2020 y dicha propuesta de 2015, el 
Gobierno solicitó un estudio a la AIReF en 2017 sobre una Iniciativa Legislativa Popular suscrita por Comisiones Obreras 
y la Unión General de Trabajadores ligada a la extensión de los subsidios de desempleo. Finalmente, la AIReF publicó un 
informe (2019) en el que se proponía, en vez de esto, una renta mínima desligada del mercado laboral. Puede consultarse 
aquí: https://www.airef.es/wp-content/uploads/RENTA_MINIMA/20190626-ESTUDIO-Rentas-minimas.pdf.

INTRODUCCIÓN
Presentación de Jesús Ruiz-Huerta, 

Director del Laboratorio de Políticas Públicas 
de la Fundación Alternativas
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de la UE y el interés por la aplicación 
de estas políticas en Europa5. 

A lo largo de los últimos años, es-
pecialmente desde la aprobación de la 
Ley de Dependencia, se ha hecho un 
esfuerzo considerable para financiar 
con cargo a los ingresos tributarios 
un conjunto de partidas destinadas a 
mejorar la condición de las personas 
vulnerables no amparadas, en tér-
minos generales, por los sistemas de 
pensiones o desempleo. Con la apro-
bación del Ingreso Mínimo Vital, las 
prestaciones dirigidas a las personas 
en situación de pobreza o en riesgo 
de exclusión social permiten garanti-
zar la cobertura de las necesidades de 
los colectivos en situación de vulne-
rabilidad objetiva que quedaban fuera 
de la atención del sistema de Seguri-
dad Social, lo que implica un cambio 
significativo en el marco de nuestro 
Estado de Bienestar.

En todo caso, el ingreso mínimo 
vital se diseñó poniendo el foco en 
los colectivos más vulnerables, como 
los niños, las mujeres y, de forma es-
pecial, las personas con problemas 
de discapacidad. Como se recoge en 
el Preámbulo de la Ley del Ingreso 
Mínimo Vital (p. 6), “los informes 

periódicos del Comité sobre los de-
rechos de las personas con disca-
pacidad expresan su preocupación 
sobre los niveles altos de pobreza en-
tre la población de personas con dis-
capacidad, y en particular entre las 
mujeres con discapacidad, debido a 
la falta de acceso al mercado laboral, 
los ingresos más bajos y la falta de 
apoyos a la discapacidad y recomien-
da a España que garantice que la es-
trategia nacional para la reducción 
de la pobreza incorpore la perspec-
tiva de la discapacidad, incluyendo 
medidas específicas y partidas pre-
supuestarias asignadas.”

A pesar de su indudable relevan-
cia, de las expectativas generadas tras 
su creación y de sus efectos positivos, 
el establecimiento del IMV ha tenido 
que hacer frente a múltiples proble-
mas, dada la complejidad del objetivo 
perseguido, la dispersión de la infor-
mación disponible y la necesidad de 
incorporar y ajustar el nuevo instru-
mento en el conjunto de medidas y 
mecanismos destinados a finalidades 
similares, en el marco de la política 
social española6.

En el mismo año de su estable-
cimiento, el 28 de abril de 2020, la 

EL INGRESO MÍNIMO VITAL

5.	 Ver la Declaración de Aranjuez de 16 de octubre de 2023 del entonces ministro de Inclusión, Seguridad Social y Migracio-
nes, José Luis Escrivá, bajo la Presidencia Española del Consejo de la UE.

6.	 La ley incluye en su articulado algunas vías para facilitar la comunicación entre las administraciones que gestionan las 
diversas prestaciones no contributivas, como las previsiones de las Disposiciones Adicionales 4, 5 y 9 de la ley, respecto a 
las CC AA; la Disposición Transitoria 7 sobre certificaciones de Ayuntamientos y ONGs sobre las unidades de convivencia, 
o el reforzamiento de la tarjeta social digital para facilitar el intercambio de información entre administraciones.
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1. INTRODUCCIÓN

Fundación Alternativas organizó un 
webinario sobre el IMV, que titulamos: 
“COVID19 y el ingreso mínimo vital: 
entre la urgencia y la eficacia”, invi-
tando a diversos especialistas a que se 
pronunciaran sobre la propuesta del 
gobierno y sus principales problemas 
y aciertos7. Después de los tres años 
transcurridos, desde la Fundación en-
tendemos que es conveniente un aná-
lisis y revisión de la evolución del IMV 
que permita dar a conocer los resul-
tados obtenidos, el funcionamiento 
del instrumento en la actualidad y sus 
perspectivas futuras.

Una renta mínima es una garan-
tía de ingresos para aquellos hogares 
que no tienen acceso a otros recursos 
económicos. En términos del sistema 
de prestaciones monetarias públicas, 
el IMV, como ya he señalado, es la úl-
tima red de protección económica, 
un instrumento que está presente 
en los sistemas de protección social 
de la práctica totalidad de los países 
europeos. Conviene recordar que la 
renta mínima está contemplada en el 
principio número 14 del Pilar Euro-
peo de Derechos Sociales.

Aunque se trata de un concepto 
muy general, es importante hacer una 

precisión respecto a la diferencia en-
tre la renta mínima y la renta básica. 
Ahora hay más confusión que nunca 
porque se está llamando renta básica 
a lo que normalmente llamamos ren-
ta mínima. Tradicionalmente, hemos 
llamado renta básica (universal o de 
ciudadanía) a una prestación incon-
dicional y universal. Es decir, se le da 
a todo ciudadano por el mero hecho 
de serlo, con independencia de que 
trabaje o no, sea rico o sea pobre, con 
la finalidad de garantizar un míni-
mo de recursos a cualquier persona,  
con independencia de su situación 
económica, para hacer frente a sus 
necesidades vitales.

Por el contrario, una renta míni-
ma sólo se dirige a los colectivos en 
situación de pobreza severa o exclu-
sión. Para recibir una renta mínima, 
es preciso demostrar la condición 
de precariedad de los potenciales 
beneficiarios, lo que normalmente 
se hace a través una prueba (test) de 
disponibilidad de ingresos8 o com-
probando los recursos del hogar so-
licitante9. Solo reciben la prestación 
las familias o las personas cuya renta 
está por debajo de un determinado 
nivel de ingresos o “umbral”. Es decir, 

7.	 Los participantes en el seminario fueron: Luis Ayala, Ana Arriba, Olga Cantó y Joseba Zalakain. Puede verse en diferido en 
el canal de YouTube de Fundación Alternativas: https://www.youtube.com/watch?v=PNrxusvKnwA. 

8.	 Y, en el caso del IMV, la comprobación de ingresos incluye también un test específico sobre el patrimonio de los benefi-
ciarios potenciales.

9.	 Lo que, en la literatura anglosajona, se denomina “means tested benefits”.
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es una renta condicional que se paga 
mientras dura esa situación de in-
gresos insuficientes para atender las 
necesidades básicas.

Las Comunidades Autónomas, 
desde los años 80 y hasta ahora, se 
habían hecho cargo de la creación y 
aplicación de sistemas de ingresos mí-
nimos, con diversos nombres (renta 
de inserción, ingreso mínimo de inte-
gración, etc.). Incluso estos días, para 
hacer frente a la dramática situación 
de muchas familias, algunas comuni-
dades (entre ellas, las Islas Canarias o 
Cataluña) han creado ayudas de ur-
gencia en sus territorios. El ajuste en-
tre la propuesta del gobierno central y 
las asignaciones de las comunidades 
es un factor clave en el debate actual, 
a pesar de las cautelas y previsiones 
contempladas en la Ley del Ingreso 
Mínimo Vital. La existencia de ambos 
tipos de prestaciones invita a analizar 
algunas cuestiones relevantes sobre la 
estrategia de protección social de los 
colectivos más vulnerables:

	 La primera se refiere a la estra-
tegia general: ¿Se puede produ-
cir un cierto solapamiento de las 
prestaciones de ambos niveles de 
gobierno o se conciben como com-
plementarias? ¿Cómo conseguir el 

ajuste entre la propuesta del go-
bierno central y los sistemas de 
protección de las comunidades?

	 Por otro lado, muchos ciudadanos 
piensan que este tipo de presta-
ciones o subsidios generan depen-
dencia entre sus beneficiarios, que 
se acostumbran al subsidio y no 
intentan buscar alternativas. Es 
lo que, en ocasiones, se presenta 
como “trampa de la pobreza”. ¿Es 
esto cierto? ¿Cómo conseguir evi-
tar, en su caso, ese comportamien-
to de dependencia?10

	 Otra cuestión relevante alude a los 
problemas de “activación” de quie-
nes están fuera del mercado de 
trabajo. ¿Qué sistemas hay para in-
centivar la reincorporación de los 
perceptores de ingresos mínimos 
al mercado de trabajo? ¿No puede 
darse, en este caso, una cierta con-
tradicción entre los principios de 
equidad y solidaridad respecto a 
la eficiencia del mercado laboral? 
¿Cómo evitarlos?

De todos modos, los datos pare-
cen constatar la profusión de per-
sonas y familias sin ingresos y en 
situación de grave vulnerabilidad 

EL INGRESO MÍNIMO VITAL

10.	Como es obvio, el IMV se diseñó como un instrumento compatible con el empleo, como se recoge en el art. 20 de la ley. 
Por otro lado, el RD 789/2022 de 27 de septiembre se refiere de manera especial a esta cuestión a través del denominado 
“incentivo al empleo”.
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1. INTRODUCCIÓN

como consecuencia de la crisis de la 
COVID-19. Si, como dice el gobierno, 
el principal objetivo es que “nadie se 
quede atrás”, es imprescindible que 
el IMV funcione adecuadamente y 
que se limiten al máximo las restric-
ciones administrativas o burocráti-
cas para facilitar su acceso.

Por otra parte, el mantenimiento 
en España de altas tasas de pobreza 
incluso en períodos de expansión 
económica, y la fragmentación y des-
coordinación de los sistemas públi-
cos de ayuda, invitan a aprovechar la 
ocasión para comenzar a estructurar 
un sistema general ordenado y coor-
dinado de ingresos mínimos para 
garantizar el mantenimiento de una 
red de ayuda en última instancia, que 
sea solvente, adecuada y que evite la 
dependencia de sus beneficiarios.

Sólo se podrá avanzar en este 
ámbito a partir de la generosidad y 
la coordinación de las instituciones 
afectadas: gobierno central, CC AA y 
gobiernos locales, además de las ins-
tituciones del tercer sector, a partir 
de los elementos explícitos que hace 
la Ley para que esa gobernanza pue-
da producirse. Como antes se adelan-
taba, en el seminario se invitó a los 

participantes a que se pronunciaran, 
entre otros temas, sobre el funciona-
miento en estos tres años del IMV y 
su relación con los sistemas de rentas 
mínimas autonómicas, el número de 
beneficiarios y las diferencias entre 
las previsiones iniciales  y los resul-
tados posteriores11, el grado de efecti-
vidad del IMV respecto a la salida de 
la pobreza de la población beneficia-
ria o su dependencia “cronificada”, el 
papel que juegan las instituciones in-
volucradas (administraciones, ONGs 
o, en su caso, el sector privado) o las 
vías para combatir los casos de non 
take up12 o desaprovechamiento de 
las prestaciones disponibles.

Para tratar estos temas e inten-
tar hacer una valoración rigurosa del 
IMV hemos dividido el seminario en 
tres partes:

1.	 En primer lugar, tendrá lugar la 
intervención de la Secretaria Ge-
neral de Objetivos y Políticas de 
Inclusión y Previsión Social del 
Ministerio de Inclusión, Segu-
ridad Social, y Migraciones, hoy 
ya reconvertido y en proceso de 
cambio. Queremos agradecer ex-
presamente a Milagros Paniagua, 

11.	 Según las estimaciones disponibles, entre 850 000 y más de 2 millones de personas en las previsiones iniciales, frente a 
700 000 beneficiarios entre 2020 y 2023, pero algo menos de 300 000, si nos referimos a la situación actual.

12.	 El non take up es el término empleado para poner de manifiesto que muchos de los potenciales beneficiarios de una pres-
tación, en este caso incluso una parte de los más vulnerables y excluidos, no se benefician en la práctica de las prestaciones, 
por desconocimiento, falta de información adecuada o especiales dificultades de acceso. Ver Anexo 1. 
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una de las principales protago-
nistas de la aplicación del IMV, 
su asistencia a este seminario.

2.	 Después, habrá dos exposiciones 
sobre los aspectos jurídicos y eco-
nómicos del IMV a cargo, respec-
tivamente, de Andrés Trillo, Jefe 
de la Asesoría Jurídica del INSS 
y vocal de la Asociación Espa-
ñola de Seguridad Social, y Luis 
Ayala, director del Departamento 
de Economía Aplicada de la Uni-
versidad Nacional de Educación  
a Distancia.

3.	 En la segunda parte de la jornada, 
Octavio Granado, ex secretario de 
Estado de la Seguridad Social, mo-
derará un debate entre represen-
tantes de diversas instituciones 
sociales, de algún modo vincula-
das a la implementación y desa-
rrollo del IMV, como se contempla 
en el programa del seminario13.

A todos ellos, y en especial a Oc-
tavio Granado, inspirador y promotor 
de este seminario, queremos agra-
decerles su participación y su traba-
jo. Así mismo, desearía extender el 
agradecimiento a las personas que 
nos acompañan presencialmente o a 
través de Internet. Adicionalmente, 

queremos agradecer a la Fundación 
ONCE, su inestimable colaboración 
en la realización de esta jornada de 
reflexión, con su participación tanto 
económica como de contenido en la 
misma. Por último, quiero reconocer 
también el trabajo de quienes, desde 
el lado material, han hecho posible su 
celebración. Muchas gracias a todos.

EL INGRESO MÍNIMO VITAL

13.	 Ver Anexo 1. 
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APARTADO 2

El encabezamiento del primer semi-
nario de la Fundación Alternativas 
sobre el ingreso mínimo vital (cele-
brado, como se ha dicho, en abril de 
2020), “Entre la urgencia y la efica-
cia”, podría caracterizar bien el pro-
ceso vivido. Cuando el 28 de abril de 
2020 se publicó la estructura del nue-
vo Ministerio de Inclusión, Seguridad 
Social y Migraciones, ya se habían 
tomado algunas de las principales 
decisiones sobre el ingreso míni-
mo, pudiéndose éstas resumir en los  
siguientes puntos:

	 El IMV está destinado a ser una 
prestación social gestionada por 
la administración de la Seguridad 
Social. La finalidad esencial de la 
medida era contribuir decisiva-
mente al cumplimiento de los ob-
jetivos de la política nacional del 
Gobierno de España de lucha con-
tra la pobreza.

-	 En este sentido, los niños/as, las 
mujeres y las personas con disca-

pacidad han estado en el foco del 
diseño de la prestación desde el 
inicio, por ser los que más sufren 
los efectos de la pobreza.

	 Su estructura estatal se considera-
ba que ayudaría a superar las dife-
rencias de recursos y criterios que 
tenían las rentas mínimas de las 
Comunidades Autónomas, homo-
geneizando de esta forma las pres-
taciones públicas para combatir  
la pobreza.

	 Desde el primer momento, se pre-
tendía poner en marcha un instru-
mento de protección social que 
fuera compatible con los ingresos 
del trabajo personal. El objetivo 
del IMV no era apartar a las per-
sonas del mercado de trabajo, sino 
apoyar su plena inclusión laboral  
y social.

	 El espíritu inclusivo se traduciría en 
la habilitación de una serie de iti-
nerarios profesionales vinculados a 

LA PERSPECTIVA 
INSTITUCIONAL

Intervención de Milagros Paniagua, 
Secretaria General de Objetivos y Políticas 

de Inclusión y Previsión Social
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la prestación, que permitieran a los 
beneficiarios acceder al mercado 
laboral si estaban temporalmente 
apartados del mismo, y en la consi-
deración de una serie de incentivos 
complementarios para estimular el 
acceso al trabajo. Se consideraba 
que la habilitación de los itinerarios 
mencionados podría ser un buen 
instrumento para generar conoci-
miento útil para las administracio-
nes y ONGs que los concretan.

-	 La política de inclusión del IMV y 
los itinerarios de inclusión que lo 
acompañan es una política inno-
vadora que se concibió a partir del 
uso intensivo de datos y evidencia.

	 El IMV a lo largo de la legislatura 
2020-2023 ha permitido mejorar 
de forma sustancial el sistema de 
protección social en España, que 
históricamente ha estado por deba-
jo de otros países europeos en gasto 
social. De los 242 000 millones de 
euros que, según SEEPROS (Euros-
tat)14, dedicaba España a protección 
social, aproximadamente el 18 % del 
PIB, hasta la aprobación del IMV 
solo 42 000 tenían como destino 
específico el sector de personas en 

situación de pobreza o exclusión so-
cial (contabilizadas según el criterio 
AROPE15). El importante aumento 
presupuestario vinculado a la im-
plementación del IMV debe notarse 
progresivamente en las cifras sumi-
nistradas por EUROSTAT, que sue-
len publicarse con un cierto retraso.

El IMV se puso en marcha ges-
tionado por el Instituto Nacional de 
Seguridad Social (INSS), e inmediata-
mente después comenzaron a pagarse 
las primeras prestaciones, derivando 
hacia el ingreso las cantidades asig-
nadas por hijo a cargo que se habían 
establecido previamente, en favor de 
las familias  cuyos niveles de ingresos 
y patrimonio parecían cumplir los 
requisitos de compatibilidad con el 
IMV, a partir del análisis de datos que 
se hizo desde el ministerio. 

La tramitación del Real Decre-
to-ley como proyecto de ley permitió 
la corrección de algunas cuestiones 
que se planteaban al ejecutarse las 
medidas, corrigiendo errores de for-
mulación y dando redacciones más 
claras a algunos preceptos. Para es-
tas modificaciones se contó con la 
opinión de las ONGs que trabajan 
con los colectivos de beneficiarios. 

EL INGRESO MÍNIMO VITAL

14.	 El acrónimo se refiere a las Estadísticas Integradas de Protección Social que elabora cada año EUROSTAT.
15.	 Las siglas se refieren al término anglosajón, At Risk of Poverty or Social Exclusion, es decir, personas en riesgo de pobreza 

o exclusión social según el criterio decidido por EUROSTAT.
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Los niveles de difusión y cober-
tura alcanzados en un tiempo ré-
cord son alentadores. La expectativa 
social generada ha motivado la pre-
sentación de centenares de miles de 
solicitudes, pero el procedimiento 
administrativo dilata en algunos ca-
sos la resolución de las mismas, en 
gran medida, por el proceso de com-
probación de los requisitos estable-
cidos en la norma. 

En todo caso, el esfuerzo español 
atiende a las recomendaciones espe-
cíficas del Consejo de la Unión Euro-
pea, realizadas en el documento de 
enero de 2023. Para la elaboración de 
esas recomendaciones el Consejo de 
la UE ha contado con informes ela-
borados con el apoyo y empuje, entre 
otros, del grupo MINET16, que España 
ha dirigido durante dos años conse-
cutivos (2022 y 2023). Los esfuerzos 
de nuestro país en este sentido se vie-
ron recogidos el pasado mes de octu-
bre en el evento celebrado durante la 
Presidencia del Consejo de la UE que 
concluyó con la Declaración de Aran-
juez por parte del ministro Escrivá17.

Desde el INSS se han llevado a 
cabo numerosas modificaciones para 
facilitar la presentación de datos. En 

cualquier caso, los más complejos 
son los que tienen que ver con las 
unidades de convivencia, ya que la 
comprobación de rentas y patrimo-
nio realizada con la colaboración de 
la AEAT es inmediata y diaria.

Desde el primer momento, el Mi-
nisterio de Inclusión monitorizó la 
ejecución de la medida, detectando 
algunas situaciones que constituían 
la principal preocupación en la apli-
cación del IMV. El problema princi-
pal es lo que se ha denominado el 
non take up18, es decir, la renuncia o 
el no acogimiento de posibles bene-
ficiarios a solicitar la prestación. 

Los estudios realizados hasta la 
fecha ponen de manifiesto que apro-
ximadamente el 25 % de los poten-
ciales demandantes no conocen la 
prestación, su formulación les pare-
ce compleja, tienen rentas propias 
que pueden explicar que su solicitud 
sea denegada, o bien piensan que la 
prestación no se dirige a ellos19. 

Esta situación se ha empezado a 
abordar por el Ministerio por medio 
de una serie de proyectos piloto, in-
tentando llegar cada vez más al co-
lectivo de potenciales beneficiarios 
no solicitantes. Se han establecido 

2. LA PERSPECTIVA INSTITUCIONAL

16.	 Minimum Income NETwork, grupo que se creó ad hoc dentro del Comité de Protección Social. 
17.	 Ver nota 5.
18.	 Ver nota 12.
19.	 El Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones está esperando los resultados de un proyecto experimental 

llevado a cabo con European Anti-Poverty Network España de difusión sobre el ingreso mínimo. Además, ha habido otras 
iniciativas con el mismo objetivo, también implementadas por el ministerio. Presumiblemente, en conjunto, estas inicia-
tivas habrán logrado reducirlo y aumentar el porcentaje de la población objetiva que sí conoce la prestación. 
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acuerdos con los servicios sociales 
de los ayuntamientos, además de 
procedimientos especiales de acre-
ditación de la unidad de conviven-
cia, programas de colaboración con 
las ONGs vinculadas, y una super-
visión académica permanente en la 
implementación de la ayuda. Exis-
ten, también, un Comité Ético y un 
Comité Asesor que trabajan con el 
Ministerio de Inclusión en la aplica-
ción de la prestación social.

El objetivo de la estrategia desa-
rrollada por el ministerio es culmi-
nar los trabajos con la identificación 
de 18 buenas prácticas, en el marco 
del Plan de Recuperación, Transfor-
mación y Resiliencia, para lo que se 
han diseñado e implementado 34 
proyectos financiados por el Minis-
terio de Inclusión, Seguridad So-
cial y Migración que abordan desde 
la prevención del fracaso escolar 
hasta programas de inserción la-
boral, y que están terminado ahora 
su proceso de evaluación. Es decir, 
en este momento, el Ministerio si-
gue tomando el pulso a la realidad 
del IMV para conseguir que los ob-
jetivos para los que se creó puedan 
cumplirse mejor y la prestación pue-
da llegar a un colectivo más amplio 
de potenciales beneficiarios. 

EL INGRESO MÍNIMO VITAL
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APARTADO 3

La tramitación del ingreso mínimo 
vital en el primer semestre de 2020 
generó la impresión de que se había 
anticipado una decisión prevista para 
un momento posterior. En el acuerdo 
de coalición progresista para el Go-
bierno de España se menciona el au-
mento decidido de la prestación por 
hijo a cargo de familias vulnerables 
como un compromiso urgente, que 
sería acompañado posteriormente 
por un mecanismo general de garan-
tía de renta para familias con ingre-
sos bajos. La norma se aprobó con 
múltiples remisiones al Reglamen-
to, y permitiendo que se apreciaran 
sensibilidades distintas de entre los 
departamentos que colaboraron en 
la aprobación de la norma.

En términos de ejecución, la me-
dida se adopta en un momento tre-
mendamente difícil, ya que la misma 
se aprobó durante el confinamiento 
obligado por la pandemia de CO-
VID-19 en España. Se pueden resu-

mir las dificultades a las que hace 
frente la administración de la Segu-
ridad Social, a raíz la situación de 
emergencia sanitaria, y que afectan a 
la implementación de la medida, en 
los siguientes términos: 

	 La no presencialidad en la práctica 
totalidad de las oficinas;

	 la carencia de herramientas infor-
máticas adecuadas;

	 dificultades de atención a perso-
nas con poca experiencia en el 
trato con los departamentos de la 
Seguridad Social;

	 la gestión simultánea del IMV, de 
la transformación de las prestacio-
nes por hijo a cargo y de prestacio-
nes específicas diferentes;

	 problemas para identificar a los so-
licitantes;

LA PERSPECTIVA 
JURÍDICA

Intervención de Andrés Trillo, director de 
la Asesoría Jurídica del Instituto Nacional de la 

Seguridad Social y Vicepresidente de la Asociación 
Española de Salud y Seguridad  Social



	 y, por último, el fracaso en la gesta-
ción o aplicación de los convenios 
previstos con Lanbide (Servicio Vas-
co de Empleo), la Comunidad Foral 
de Navarra o la Federación Españo-
la de Municipios y Provincias (para 
la colaboración de los servicios  
sociales municipales).

Pese a este entorno enormemen-
te desfavorable, la administración de 
la Seguridad Social fue capaz de ges-
tionar centenares de miles de ayu-
das, gracias a un trabajo ímprobo de 
sus empleados.

La gestión del ingreso mínimo 
vital se realiza al amparo del artículo 
149.1.17 de la Constitución Española, 
que atribuye al Estado la competen-
cia exclusiva sobre legislación básica 
y régimen económico de la Seguri-
dad Social. La Disposición Adicional 
Quinta de la Ley del Ingreso Mínimo 
Vital prevé, asimismo, que las fun-
ciones y servicios que corresponden 
al INSS, así como el pago de la pres-
tación, en los términos en que se 
acuerde serán asumidas por las co-
munidades autónomas de régimen 
foral20. Esta disposición ha sido re-
currida por cincuenta diputados del 

Partido Popular (PP) en el recurso de 
inconstitucionalidad 2061-2022.

El procedimiento de tramitación 
es extraordinariamente complejo, al 
precisar de la aportación de docu-
mentación que reside en muy distin-
tos ámbitos y departamentos de la 
administración (Figura 1).

Por otra parte, cabe señalar en la 
tramitación de las prestaciones algu-
nas dificultades concretas:

	 Falta de actualización del padrón 
municipal.

	 Dificultades de acreditación del 
empadronamiento de personas en 
situación de sinhogarismo, o resi-
dentes informales en domicilios 
de otras personas.

	 Dificultades en la conciliación de 
los datos provisionales de renta 
con las solicitudes (cambios de si-
tuación económica del solicitante).

	 Falta sistemática de la inscripción 
como demandantes de empleo de 
los solicitantes.

EL INGRESO MÍNIMO VITAL

20.	El primer párrafo de la Disposición adicional quinta de la ley señala que: “En razón de la especificidad que supone la 
existencia de haciendas forales, en relación con esta prestación, las comunidades autónomas de régimen foral asumirán, 
con referencia a su ámbito territorial, las funciones y servicios correspondientes que en esta ley se atribuyen al Instituto 
Nacional de la Seguridad Social así como, en atención al sistema de financiación de dichas haciendas forales, el pago, en 
relación con la prestación económica no contributiva de la Seguridad Social del ingreso mínimo vital, en los términos que 
se acuerde.”
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3. LA PERSPECTIVA JURÍDICA

Formulario web
++

Documentos

Ficheros
de control

Documentos

SARTIDO
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SVDIR
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INE
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AEATSEPE

Robot

ATT61

LBP65

SEPE

Figura 1: Proceso de gestión administrativa del IMV.

Fuente: Elaboración propia.
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	 La utilización preferente, debido a 
la falta de presencia en las oficinas, 
de medios telemáticos, que a algu-
nos solicitantes les plantean pro-
blemas de uso.

Para facilitar el trabajo de la Ad-
ministración, se previó en la norma 
un trámite de inadmisión, que perse-
guía facilitar la aportación de docu-
mentos de los requisitos sin suponer 
la denegación de la prestación y la 
presentación de recursos contra la 
misma. Este apartado de la ley permi-
tió, sin lugar a dudas, evitar el colapso 
de la administración de la Seguridad 
Social. Sin embargo, en estos mo-
mentos puede tener efectos perver-
sos, al privar incluso a los solicitantes 
de otras prestaciones que podrían re-
cabar con la denegación del IMV.  

En el mismo sentido, hay que 
señalar que la concatenación de re-
trasos administrativos con retrasos 
judiciales prolonga, a veces, los tiem-
pos de espera de forma excesiva. La 
redacción de algunos términos de la 
norma, como los procedimientos de 
acreditación de la unidad de convi-
vencia, los requisitos de periodos de 
duración prolongados, etc., tampoco 
favorecen el otorgamiento de la ayu-
da a personas que reúnen los requi-
sitos establecidos, pero que tienen 
dificultades para acreditarlos. 

Por último, se recomienda que, en 
casos en los que procede un recurso 

judicial, los letrados que atiendan el 
turno de oficio sean seleccionados en 
función de su experiencia y conoci-
mientos específicos en estos procedi-
mientos, ya que a veces se detecta una 
inadecuada defensa a sus clientes. 

EL INGRESO MÍNIMO VITAL
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APARTADO 4

El IMV nace como una respuesta, en 
un momento de pandemia, a los al-
tos niveles persistentes de pobreza 
severa en nuestro país y al veloz au-
mento en ese momento de los hoga-
res que se quedaron sin recursos por 
las restricciones establecidas. Con an-
terioridad, el sistema de protección 
contra la pobreza estaba en España 
muy desarticulado. Coexistían subsi-
dios no contributivos al desempleo, 
pensiones no contributivas, comple-
mentos mínimos de pensión, rentas 
de inserción de las comunidades au-
tónomas y prestaciones por hijo a car-
go. Existían lagunas, solapamientos 
y descoordinación entre las distintas 
prestaciones. En general, las presta-
ciones tenían una cuantía baja, y las 
que eran autonómicas carecían de 
coordinación o cofinanciación esta-
tal. Por todo ello, la capacidad del sis-
tema para reducir las situaciones más 
intensas de pobreza era limitada.

La creación del IMV tiene un efec-
to perceptible de mejora de la cuantía 
de estas prestaciones, sobre todo en las 

familias con dos o más hijos a su car-
go. Han surgido, sin embargo, algunos 
problemas importantes. Por un lado, 
la cobertura del programa es inferior 
a la estimada; además, se produjo un 
cuello de botella de gestión inicial, y la 
tasa de denegaciones y de inadmisio-
nes sigue siendo muy elevada. La falta 
de acuerdos con las CC AA dificulta 
la gestión, y los incentivos laborales y 
los itinerarios experimentales siguen 
pendientes aún de evaluación. 

Desde el punto de vista de la de-
manda, el problema esencial es el 
mencionado non take-up. Si la re-
lación entre beneficiarios reales y 
potenciales es muy baja, esto quiere 
decir que la eficiencia del programa se 
reduce, a la vez que genera problemas 
de inequidad horizontal y vertical. 
No obstante, en comparación con los 
porcentajes de non take-up de otros 
países con un período de implemen-
tación más amplio los del IMV no son 
sustancialmente diferentes.

Existen deficiencias de accesibi-
lidad, motivadas por rigideces en el 

LA PERSPECTIVA 
ECONÓMICA

Intervención de Luis Ayala Cañón, catedrático 
de universidad y director del departamento de 

Economía Aplicada en la UNED
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procedimiento administrativo, perio-
dos dilatados de tramitación y resolu-
ción, la prolijidad de las normas, un 
régimen demasiado estricto de com-
probaciones, la definición de nuevos 
conceptos necesitados de acredita-
ción (unidades de convivencia); ade-
más, para los demandantes existe un 
problema de información (“no conoz-
co la prestación”), de percepción (“la 
prestación no es para mí”), de inter-
pretación (“no cumplo los requisitos 
para recibir la prestación”), de aver-
sión al control (“van a privarme de 
otros ingresos por recibir este”), de 
costes o problemas asociados (“no 
conozco dónde solicitarlo, no puedo 
pagar gastos de transporte necesa-
rios…”, etcétera. Según un informe de 
FOESSA, el 40 % de los potenciales 
beneficiarios no tenían información 
clara sobre este recurso y el 50 % no 
había solicitado la prestación. La nor-
ma ha producido, por todo ello, un 
cierto estado de incertidumbre.

Desde el punto de vista del aná-
lisis de ejecución de la medida, se 
percibe un enfoque global de preven-
ción de la cronicidad, que establece 
límites temporales a las medidas y 
requisitos relativamente restrictivos. 
A falta de estudios más profundos 
sobre los efectos de los itinerarios de 
inserción y de las actividades condu-
centes, tanto en el plano de la salud 
física como en el de la salud mental, 
la duración media de la prestación 

en el Ingreso Mínimo Vital es de 20 
meses, algo mayor que la de las rentas 
autonómicas de inserción, aunque 
estas registraban hasta ahora altas ta-
sas de reentrada. 

En algunas CC AA las salidas exi-
tosas son las más frecuentes, pero, en 
la mayoría, la salida se producía por 
incumplimiento de los requisitos o 
por procesos administrativos, y no 
por una inserción laboral efectiva. La 
reacción de las CC AA ante el IMV 
cabe describirla con cuatro posturas 
diferentes: el intento de absorción, 
como en el caso paradigmático del 
País Vasco; el “querer y no poder”, 
como en la comunidad de Cataluña; 
el “hacer mutis por el foro” de la co-
munidad de Madrid y, por último, 
la que entiende la introducción del 
IMV como game changer, como en 
el caso de Andalucía. 

Si analizamos el peso del IMV en 
relación con las rentas autonómicas, 
descubrimos que aunque éstas eran 
mayores donde el PIB regional per 
cápita era más alto, el IMV ha logra-
do invertir esta relación, y tiene más 
peso donde los ingresos personales, 
y por ende el PIB, son más bajos.

Como balance de estos primeros 
años del IMV, cabría resumir que 
se trata de un instrumento necesa-
rio para combatir la pobreza severa, 
aunque con margen de mejora, sien-
do el principal reto conseguir am-
pliar su cobertura; por otro lado, no 

EL INGRESO MÍNIMO VITAL
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parece que su aplicación vaya a ge-
nerar grandes cadenas de dependen-
cia. Por último, todo parece indicar 
que el IMV ha contribuido y tiene el 
potencial de seguir contribuyendo 
a mejorar de forma significativa la 
equidad entre territorios.

4. LA PERSPECTIVA ECONÓMICA
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El objetivo de la mesa redonda de 
la segunda parte del Seminario fue 
que diferentes asociaciones de ám-
bito estatal, vinculadas a sectores 
específicos de la población española, 
relevantes para la valoración del In-
greso Mínimo Vital, señalen cuál es 
su punto de vista, en una breve in-
tervención, sobre los tres primeros 
años de aplicación del Ingreso Mí-
nimo Vital y la diferente normativa 
publicada en torno a su ejecución. 
Los epígrafes que siguen recogen un 
resumen ejecutivo de las seis inter-
venciones de la Mesa, por el orden 
en el que fueron expuestas.

Confederación Plena Inclusión, 
movimiento social que defiende 

los derechos de personas con 
discapacidades psíquicas, físicas 

y sensoriales

El colectivo de personas con capaci-
dades desiguales tiene una sobrerre-
presentación estadística cuando se 
evalúa su nivel de pobreza, sin embar-
go, la protección que en ocasiones les 
ofrecen sus familias a veces produce 
la invisibilización de las personas po-
tencialmente beneficiarias. 

Una definición de unidades de 
convivencia operativas sería esencial 

APARTADO 5

21.	 En la mesa redonda celebrada durante la jornada de reflexión sobre el ingreso mínimo vital en la sede de la Fundación 
Alternativas, el día 23 de noviembre de 2023, participaron las siguientes ONGs, representadas por las siguientes personas: 
la Confederación Plena Inclusión, representada por su director general, Enrique Galván; la Red Acoge, representada por 
su presidente, Santiago González Avión; la Fundación Secretariado Gitano, representada por Inés Cedrón, coordinadora 
territorial del departamento de Plena Inclusión de la misma; Realidades para la Integración Social, representada por el 
director del área de alojamientos, Raúl Izquierdo; Cáritas, representada por Ana Abril, su coordinadora de Incidencia 
Política y Análisis Jurídico; y la European Anti-Poverty Network España, representada por su coordinador del Proyecto 
Acceso Vital, Helder Ferreira. 

LA PERSPECTIVA DE 
LA SOCIEDAD CIVIL

Resumen de contenidos de la mesa redonda 
de Organizaciones No Gubernamentales 21
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para que la norma pudiera llegar a un 
número mayor de beneficiarios, así 
como para mejorar la accesibilidad 
de las personas con discapacidad a 
los procedimientos de solicitud de 
las prestaciones, que a veces pro-
vocan dificultades cognitivas a los  
posibles solicitantes. 

Plena Inclusión ha realizado un 
trabajo de seguimiento y facilitación 
de itinerarios laborales a los benefi-
ciarios de las prestaciones, con unos 
porcentajes genéricos del 30 % de in-
serción en el mercado de trabajo. 

Red Acoge, asociación que 
contribuye a la defensa de los 
derechos y la inclusión social 
y laboral de los inmigrantes y
 refugiados llegados a España

El ingreso mínimo vital, a pesar de 
suponer un avance hacia un mapa 
de prestaciones que defienda una 
mayor igualdad, no es una renta bá-
sica universal. En este sentido, el pri-
mer “hándicap” de la normativa es la 
exclusión que se realiza de 400.000 
personas sin permiso de residencia. 

A pesar de que se han producido, 
con la aplicación de otras normati-
vas, algunos avances en la regulari-
zación de la situación de personas 
que realizan actividades formativas 
vinculadas a prácticas de inserción 
en el mercado laboral, especialmen-
te significativas en algunos sectores 
del colectivo (especialmente, para 
los menores no acompañados), las 
exigencias documentales de muy 
difícil cumplimiento impiden en la 
práctica el acceso al IMV de este co-
lectivo. Ello, pese a que la prestación 
permitiría su activación laboral y 
disminuiría enormemente su riesgo 
de exclusión social. 

Fundación Secretariado Gitano 
(FSG), entidad intercultural que 
realiza tareas de visibilización,  

promoción e igualdad de 
oportunidades de la población 
gitana en España y en Europa

Según un estudio que en estos mo-
mentos está ultimando la FSG con 
la colaboración de la Agencia Estatal 
de Administración Tributaria, el 16 % 

EL INGRESO MÍNIMO VITAL

22.	El trabajo al que se hace mención ha sido desarrollado por la Fundación ISEAK (Initiative for Socio-Economic Analysis 
and Knowledge), con una muestra global sobre población gitana de 1104 personas, usando las encuestas FOESSA y EU-Mi-
dis II y una muestra de 383 personas participantes en programas de la Fundación Secretariado Gitano, realizada entre el 
1 de enero de 2022 y el 28 de junio de 2023. El Grupo de expertos que analizó el estudio tuvo lugar el 4 de diciembre de 
2023, con la participación, entre otros, de Inés Cedrón, Ana Abril, Milagros Paniagua y Octavio Granado. En el momento 
de la publicación de esta memoria, este trabajo no se ha publicado aún. 
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de la población gitana no conoce el 
IMV, y solamente el 20 % es benefi-
ciaria de la prestación22.

El impacto de la recepción de 
prestaciones es insuficiente en las 
unidades de convivencia que se sitúan 
en pobreza extrema, y todavía menos 
relevante entre las unidades y familias 
que se sitúan en pobreza severa. Esto 
se debe a varios factores: los plazos de 
resolución se acercan en ocasiones al 
año; los cálculos de ingresos compa-
tibles se realizan con los datos fisca-
les del año anterior, y no con los del 
momento en que la ayuda se solicita 
(como se ha mencionado antes); y, 
además, los problemas de definición 
de las unidades de convivencia pue-
den provocar denegaciones y ocasio-
nar que las modificaciones de estas 
unidades desencadenen un proceso 
prolijo de tramitación. 

En ocasiones,  los empleados de 
la administración incluso sugieren 
como más sencillo presentar una 
nueva solicitud. Cuando ya se ha con-
seguido una prestación, las revisiones 
no están suficientemente motivadas, 
produciendo que en muchos casos 
las personas afectadas desconozcan 
el motivo concreto por el que se ex-
tingue la misma tras una revisión. 

A veces, algunas personas benefi-
ciarias de las rentas mínimas de las 
CC AA prefieren seguir mantenién-
dolas, aunque sean inferiores, en vez 
de “arriesgarse” a solicitar una nueva 

prestación (el IMV) que pueda extin-
guirse con una revisión cercana en el 
tiempo, de forma que se juzga arbi-
traria o no explicada. 

Cabría, por tanto, decir que la Ad-
ministración no es suficientemente 
transparente, de cara no solo de cara 
a los administrados sino también de 
cara a los profesionales de las ONGs, 
que podrían mejorar mucho la de-
fensa de los derechos de las personas 
afectadas si tuvieran un mayor acceso 
a la información que se maneja en la 
administración de la prestación. 

Realidades para la
 Integración Social, asociación 
que defiende el cumplimiento 

de los derechos de las personas 
que están sin hogar

El IMV no se pensó en su origen 
para el colectivo de personas que no 
tienen un alojamiento permanen-
te, o que se encuentran sin ningún 
tipo de alojamiento. Podemos pen-
sar en que son 35.000 personas en 
toda España, un colectivo numérica-
mente reducido, pero que agrupa a 
personas con una vulnerabilidad ex-
trema. Este colectivo es cada vez más 
heterogéneo (desde personas con  
problemas de salud mental, adic-
ción o dependencia a drogas, ludo-
patía, personas que han perdido su  
residencia como consecuencia de 

5. LA PERSPECTIVA DE LA SOCIEDAD CIVIL
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la pérdida de empleo, discapacidad 
grave sin apoyos familiares, etcétera). 

El colectivo de las personas que 
están sin hogar manifiesta graves 
problemas de empadronamiento23, y 
el funcionamiento de la administra-
ción, con sus exigencias de certifica-
ción, así como el uso cada vez mayor 
de procedimientos telemáticos o citas 
previas a obtener por estos sistemas,  
en detrimento de las citas presencia-
les, convierte sus procedimientos en 
un valladar que frena el acceso a las 
prestaciones, y que cuando se otorgan 
origina con elevadísimos índices de 
frecuencia la extinción de las mismas. 

Las dificultades añadidas en ma-
teria de incompatibilidades prácti-
cas entre los momentos en que se ha 
disfrutado de ingresos y la posterior 
solicitud se añaden a todo este entra-
mado, que es causa de procesos de in-
certidumbre que deterioran la salud 
de las personas, y acaban producien-
do una sensación de indefensión. En 
algunas ocasiones, las dificultades re-
sidenciales han ocasionado que se in-
terrumpa el pago de las prestaciones 
sin que se haga llegar notificación al-
guna a los beneficiarios.   

Cáritas, sin duda la 
principal ONG de nuestro país, 

la Confederación oficial de 
entidades de acción caritativa 
y social de la Iglesia Católica 

Una normativa estatal de garan-
tía de ingresos mínimos ha sido una 
demanda del Tercer Sector y de Cári-
tas, por lo que el IMV es considera-
do como una buena noticia. Siendo 
conscientes de la complejidad del 
momento de su puesta en marcha, 
consideramos que tres años después 
presenta dificultades en tres ámbitos.

El primer ámbito dificultoso es el 
de su diseño. Durante la tramitación 
del proyecto de ley ya se detectaron 
dificultades y se hicieron propuestas 
que no fueron recogidas. La norma 
no se adapta a todas las realidades 
de las situaciones de exclusión y deja 
fuera de su cobertura a colectivos que 
deberían estar protegidos. La exten-
sión de la unidad de convivencia, la 
forma de determinación de la renta, 
del patrimonio o el cálculo a partir 
de datos fiscales del último año, son 
algunos elementos que requerirían 
una reforma. Es una norma de gran 

EL INGRESO MÍNIMO VITAL

23.	Durante el debate que tuvo lugar, el moderador de la Mesa (Octavio Granado) aportó el dato de que la administración de 
la Seguridad Social había aceptado en algunos lugares certificados de los Secretarios de Ayuntamiento que daban fe de 
que los departamentos de servicios sociales habían garantizado durante periodos superiores a un año intervenciones con 
personas solicitantes, a fin de acreditar su residencia continuada en un determinado municipio. Se utilizó este método 
como solución informal a los problemas administrativos para el acceso a la prestación de las personas que están sin hogar. 
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complejidad que debería simplificar-
se para cumplir mejor los objetivos 
que persigue.

En segundo lugar, presenta difi-
cultades en el ámbito de la implemen-
tación. La brecha digital, la falta de 
orientación y asesoramiento y las de-
negaciones o suspensiones insuficien-
temente motivadas generan barreras 
de acceso, incertidumbre e indefen-
sión, a las que se añade la inexistencia 
de justicia gratuita en el trámite de  
reclamación previa.

La tercera y última dificultad tiene 
que ver con que la garantía de ingre-
sos mínimos debería ser un sistema 
articulado entre el IMV y las rentas 
autonómicas. La heterogeneidad de 
situaciones actuales, en este senti-
do, hace que estemos lejos de haber 
logrado un sistema de protección 
adecuado. Además, las exigencias de 
devolución de ingresos indebidos re-
quieren un análisis y soluciones ante 
situaciones dramáticas.

Como señala la AIReF, es nece-
sario avanzar hacia un IMV que con-
temple vías para que la concesión se 
inicie de oficio y responda realmente 
a las necesidades de exclusión.

European Anti-Poverty 
Network (EAPN) España, sección 

española de EAPN, es una red 
de ONGs comprometidas por la 

inclusión de personas que sufren 
pobreza y exclusión social

Subscribe, básicamente, todo lo ma-
nifestado por los anteriores inter-
vinientes. En un plano más global, 
señala que no se ha producido una 
relación de suficiente confianza en-
tre las organizaciones y los colectivos 
vinculados a las mismas y la admi-
nistración, y que la falta de estas re-
laciones de confianza, la ausencia de 
puntos de referencia en el proceso 
para las personas afectadas y la pro-
pia administración, son causa de los 
problemas que se vienen manifes-
tando en la mesa. 

El ingreso mínimo vital debería 
haber supuesto una garantía de esta-
bilidad para los beneficiarios de las 
prestaciones, y lamentablemente no 
lo ha conseguido. La administración 
debería prestar más atención a las 
demandas explicitadas por las ONGs 
y la evolución de la casuística de la 
pobreza en España y de los benefi-
ciarios del IMV, además de fomentar 
dinámicas positivas que aborden la 
esencia de estos problemas, que has-
ta ahora han sido insuficientemente 
atendidos por el mapa prestacional 
puesto en marcha. 

5. LA PERSPECTIVA DE LA SOCIEDAD CIVIL
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1.	 El ingreso mínimo vital, como 
proyecto, responde a una prolon-
gada demanda de las organiza-
ciones de la sociedad civil, y en 
este sentido ha sido bienvenido. 
Su puesta en marcha en un pe-
riodo limitado de tiempo, con 
medios materiales y humanos es-
casos, es meritoria; y su plantea-
miento de compatibilidad entre 
la prestación y otros ingresos es 
novedoso para nuestras normas 
de protección social.

2.	 La tramitación como proyecto 
de ley del Real Decreto-ley se ha 
realizado incorporando algunas 
sugerencias planteadas por las 
ONGs y desoyendo otras. Algunos 
de los problemas que existen en 
la actualidad tienen su causa en 
esa desatención a demandas le-
gítimas, cuestionadas porque la 
administración consideraba im-
posible su atención en la forma 
que fueron expuestas.

3.	 Al absorber prestaciones fami-
liares no contributivas que venía 
gestionando la Seguridad Social, 
el IMV ha estado rodeado desde 

el inicio por un cierto grado de 
confusión. Muchas personas co-
bran una prestación cuyo origen 
no saben distinguir, es decir, des-
conocen si es una prestación fa-
miliar o si es el IMV. 

4.	 Hay todavía un elevado porcen-
taje de las personas que viven en 
situaciones de pobreza severa o 
extrema que ignoran la existencia 
del IMV. Puede deberse a la falta 
de colaboración de los servicios 
sociales de las CC AA y de buena 
parte de los ayuntamientos, pero 
los intentos de la Seguridad So-
cial por llegar a ellos han sido, 
hasta la fecha, infructuosos.

5.	 Desde su aprobación, el IMV 
mantiene algunas fortalezas, pero 
también múltiples debilidades. El 
non take up se sitúa en porcen-
tajes similares a los de normas 
europeas anteriores, pero sigue 
ofreciendo el aspecto menos po-
sitivo de su implantación. Las 
estimaciones iniciales de acceso 
pudieron ser levemente exagera-
das, pero la baja relación entre 
beneficiarios reales y potenciales 

APARTADO 6

CONCLUSIONES DE LA 
MESA DE REFLEXIÓN
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no se corresponde con la tradi-
ción de la Seguridad Social. Se 
ha conseguido que tenga un re-
parto territorial que acumula ma-
yores gastos allá dónde las rentas 
mínimas de inserción de las CC 
AA eran más exiguas, pero siguen 
manteniéndose importantes di-
ferencias territoriales. Además, 
en algunos casos se ha permitido 
que las administraciones autonó-
micas simplemente se ahorren 
recursos propios, presentando 
tras su implementación porcen-
tajes de gasto aún menores a los 
que existían antes de la norma.

6.	 Es innegable que los procedimien-
tos, desde el principio, provocaron 
cuellos de botella inaceptables. La 
inadmisión a trámite de las soli-
citudes, pensada para no colap-
sar la administración, ha dejado 
a personas fuera de la prestación 
(que quedaban, además, privados 
de rentas mínimas de inserción 
porque, al interpretarse que la 
inadmisión no era una denega-
ción, impedía las búsquedas de las  
prestaciones alternativas).:

A.	 Especialmente, la utilización 
de datos fiscales de ejercicios 
pasados ha excluido como be-
neficiarias a las personas con 
vulnerabilidad sobrevenida, y 
en general ha sido fuente de 

enormes conflictos, ocasiona-
dos por la disparidad de datos 
entre el momento en que se 
procesan las solicitudes y los 
ejercicios anteriores. 

B.	 El requisito de empadrona-
miento es muy difícil de do-
cumentar en muchos casos  
de sinhogarismo.

C.	 Las normas sobre unidades de 
convivencia, prolijas y confusas, 
han ocasionado denegaciones 
que los afectados y las ONGs las 
consideran arbitrarias. 

D.	 Las revisiones, cuando se pro-
ducen modificaciones, han 
dejado fuera de la prestación a 
personas que desconocen los 
motivos reales de la extinción 
de la misma. A pesar de ser 
notificadas de la extinción de 
la prestación, estas personas 
no son informadas del porqué 
de la decisión administrativa.

E.	 En el caso de las personas sin 
hogar formal, la falta de no-
tificación efectiva de las reso-
luciones no ha impedido la 
extinción de las prestaciones. 

F.	 En definitiva, puede decirse 
que todos estos problemas 
administrativos han añadido 

EL INGRESO MÍNIMO VITAL
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inseguridad e incertidumbre 
a los sectores de la sociedad 
más vulnerables, que debían 
ser objeto de una atención 
particular que ha estado au-
sente. Desde la sociedad civil 
se ha percibido cierta “des-
confianza” provocada por las 
actuaciones administrativas, 
lo que retrae las solicitudes 
y hace preferir a los posibles 
beneficiarios otras presta-
ciones inferiores, pero que 
cuentan con procedimientos 
de revisión menos exigentes. 
Por ello, en general, el IMV 
no ha conseguido generar 
una mayor estabilidad en la 
situación económica de los 
colectivos vulnerables. 

G.	 Por último, los itinerarios for-
mativos no han conseguido 
llegar a los beneficiarios de for-
ma general y satisfactoria. 

7.	 Para hacer frente a este entra-
mado de problemas, las ONGs 
han propuesto soluciones que 
pueden plantear problemas jurí-
dicos, pero que responden a las 
situaciones reales de la población 
potencialmente beneficiaria de 
la prestación. Es imprescindible 
que la administración busque las 
fórmulas más viables para solven-
tar las dificultades explicitadas. 

Entre otras propuestas, destacan 
las siguientes: 

A.	 La revisión del concepto “uni-
dad de convivencia” debería 
permitir adecuar el IMV a las 
situaciones de todas las perso-
nas en vulnerabilidad, aún más 
en un momento de grave crisis 
de acceso a la vivienda. 

B.	 Podría establecerse la habilita-
ción a las ONGs para defender 
a los usuarios cuando se inad-
mitan o denieguen solicitudes, 
o cuando se revisen las presta-
ciones. En todo caso, los letra-
dos de oficio que defienden 
estos litigios deben contar con 
la formación y especialización 
necesaria, algo que actual-
mente no está asegurado. 

C.	 Si un potencial beneficiario 
ha experimentado una caída 
de ingresos intensa desde el 
último año declarado fiscal-
mente, debería poder acredi-
tar su situación con los datos 
actualizados de SEPE, Seguri-
dad Social y/o AEAT.

D.	 La administración debe re-
nunciar a imponer al colec-
tivo de beneficiarios del IMV 
reglas de devolución de co-
bros indebidos draconianas, 

6. CONCLUSIONES DE LA MESA DE REFLEXIÓN
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inferiores en tiempo y supe-
riores en cuantía a las que se 
usan en otros supuestos. 

E.	 Es urgente que la administra-
ción financie la colaboración 
efectiva de los trabajadores so-
ciales de CC AA, Ayuntamien-
tos y ONGs, para permitir que 
el IMV sea más conocido, y 
que su aplicación sea más ade-
cuada a la heterogénea reali-
dad de los beneficiarios. 

EL INGRESO MÍNIMO VITAL
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Programa de la jornada “El ingreso 
mínimo vital: Evaluación de los tres 
primeros años de la gran iniciativa 
de protección social” (celebrada el 23 
de noviembre de 2023, en la sede de la 
Fundación Alternativas)

9.30h: Inauguración

Jesús Ruiz-Huerta, director del 
Laboratorio de Políticas Públicas de 
la Fundación Alternativas

9.45h: Establecimiento del IMV, 
desarrollo e implementación 

Milagros Paniagua, Secretaria General 
de Objetivos y Políticas de Inclusión Social, 
del Ministerio de Inclusión, Seguridad
Social, y Migraciones

10.30h: Fortalezas y debilidades del IMV

Aspectos jurídicos

Andrés Trillo, responsable de la Asesoría 
Jurídica del Instituto Nacional de la Segu-
ridad Social y Vicepresidente de la Asocia-
ción Española de Salud y Seguridad Social

Reflexiones económicas 

Luis Ayala, Catedrático y director del 
Departamento de Economía Aplicada 
de la Universidad Nacional de Educación
a Distancia

11.30h: Pausa para café 

12.00h: Mesa redonda: El IMV 
desde la sociedad

Helder Ferreira, coordinador del 
Proyecto Acceso Vital y antiguo dirigente 
de European Anti-Poverty Network 
EspañaSantiago González, presidente 
de Red Acoge

Ana Abril, coordinadora de Incidencia 
Política y Análisis Jurídico de Cáritas
Raúl Izquierdo, director del área de 
alojamientos de Realidades para la 
Integración Social

Inés Cedrón, coordinadora Territorial 
del Departamento de Inclusión Social 
de la Fundación Secretariado Gitano
Enrique Galván, director general de la 
Confederación Plena Inclusión 

Moderador: Octavio Granado, ex secretario 
de Estado de Seguridad Social

13.30h: Clausura de la jornada
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